Radicación:  66001-22-04-000-2020-00009-00

Accionante: Wilson Manuel Viloria Méndez    
Accionado:  Juzgado 2º de EPMS de Pereira y otro     
Decisión: Concede petición

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÒN / DEFINICIÓN Y REGULACIÓN LEGAL / GARANTIZA UNA PRONTA RESPUESTA / PROCEDIMIENTO EN CASO DE NO TENER COMPETENCIA LA AUTORIDAD REQUERIDA.
El debate que se suscita en esta ocasión tiene que ver con la garantía con que contamos todos los ciudadanos de presentar ante las autoridades solicitudes respetuosas y a recibir una respuesta de fondo, clara y congruente; este derecho fundamental conocido como de petición, es susceptible de amparo en sede de tutela, como pacíficamente lo ha reconocido el Órgano de Cierre en la materia, y se encuentra consagrado en el artículo 23 Superior…
Es de anotar que esta garantía fue objeto de regulación legislativa, a través de una Ley Estatutaria 1755 de 2015, que lo rige y nos dice, entre otras cosas, lo siguiente:  

“Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo… 

“Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito…”
Haciendo gala de lo anterior, y verificando el caso en examen, podemos decir que en esta actuación está demostrado que el accionante elevó derecho de petición ante el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, así como también lo está que ese Despacho, desde el 20 de octubre de 2020 remitió al correo electrónico oficial del Juzgado Quinto Penal del Circuito de Cartagena esa petición. Sin embargo, en el aludido Juzgado ningún trámite le dieron a la petición del accionante dentro de los términos de ley, ni siquiera para indicarle que, supuestamente, no tienen competencia para ello.  

En ese orden de ideas, y comprendiendo que según la jurisprudencia constitucional el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante, la Sala estima que es plausible acceder a la petición de amparo deprecada por el señor Wilson Manuel…
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	Radicación: 
	66001-22-04-000-2021-00009-00

	Accionante: 
	Wilson Manuel Viloria Méndez    

	Accionado: 
	Juzgado 2º de EPMS de Pereira y otro     

	Decisión: 
	Concede petición 


ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela instaurada por parte las abogadas ERIKA JOHANNA OROZCO BURITICA y MADYURI ARCILA ECHEVERRY, actuando en calidad de apoderadas del señor WILSON MANUEL VILORIA MÉNDEZ, en contra del JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, RISARALDA y el JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO DE CARTAGENA, BOLÍVAR.
ANTECEDENTES:
Básicamente se contraen a afirmar que el día 14 de octubre de 2020 radicaron ante el Juzgado Segunde de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira un derecho de petición en el cual solicitaban copia íntegra de un expediente en el que consta el cumplimiento de una sanción penal impuesta en el pasado en contra del señor Wilson Manuel Viloria Méndez. Ese mismo día se les informó por ese medio que el Despacho había corrido traslado de la petición al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Cartagena. 

Acorde con los hechos anteriores, las accionantes pidieron el amparo de los derechos fundamentales de su prohijado, y como consecuencia de ello, se le ordene a quien corresponda, que expida copia auténtica e íntegra en formato pdf del expediente radicado N° 13001 -31 -87-002-2013-00-563-00; y, además, expida Certificado de paz y salvo del Proceso Penal que cursó en contra de del señor Viloria. 

TRÁMITE PROCESAL:
El Despacho sustanciador ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a las autoridades accionadas para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 

Dentro del término de traslado, el Oficial Mayor del Juzgado Quinto Penal del Circuito de Cartagena, Rigoberto Cassiani Casseres, indicó que en ese Despacho no se ha adelantado ningún proceso en contra del titular de los derechos reclamados, por lo tanto, no se puede predicar que se haya vulnerado derecho alguno. 
El titular del Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira refirió que ese Despacho vigiló la ejecución de la pena del señor Wilson Viloria, pero posteriormente fue dejada sin efectos la sentencia condenatoria, y en virtud de ello, se remitió la actuación al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Cartagena. Anotación que figura en el módulo de consulta procesos de la página web de la Rama Judicial.
Ratificó que el 14 de octubre de 2020 recibió la petición a la que hace alusión las accionantes e indicó que la misma se remitió al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Cartagena desde el 20 de octubre de 2020 por vía de correo electrónico.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 37 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.
2. Problema jurídico:  

Le corresponde a la Colegiatura determinar en esta oportunidad si el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Cartagena vulneró el derecho fundamental de petición del señor Wilson Manuel Viloria Méndez, por no dar trámite oportuno a la solicitud remitida por parte del Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 
3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial diseñado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

El debate que se suscita en esta ocasión tiene que ver con la garantía con que contamos todos los ciudadanos de presentar ante las autoridades solicitudes respetuosas y a recibir una respuesta de fondo, clara y congruente; este derecho fundamental conocido como de petición, es susceptible de amparo en sede de tutela, como pacíficamente lo ha reconocido el Órgano de Cierre en la materia, y se encuentra consagrado en el artículo 23 Superior, el cual establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución (…)", posteriormente replicado y complementado en el artículo 13 de la Ley 1437 de 2011, modificada por la Ley 1755 de 2015, lo cual es concordante con el ejercicio de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva. 

En ese orden de ideas, y como lo ha decantado la jurisprudencia, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, que esta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante
, y finalmente que la misma sea efectivamente puesta en conocimiento del reclamante:
Es de anotar que esta garantía fue objeto de regulación legislativa, a través de una Ley Estatutaria 1755 de 2015, que lo rige y nos dice, entre otras cosas, lo siguiente:  

“Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.” 

“Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente.” 

Haciendo gala de lo anterior, y verificando el caso en examen, podemos decir que en esta actuación está demostrado que el accionante elevó derecho de petición ante el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, así como también lo está que ese Despacho, desde el 20 de octubre de 2020 remitió al correo electrónico oficial del Juzgado Quinto Penal del Circuito de Cartagena esa petición. Sin embargo, en el aludido Juzgado ningún trámite le dieron a la petición del accionante dentro de los términos de ley, ni siquiera para indicarle que, supuestamente, no tienen competencia para ello.  

En ese orden de ideas, y comprendiendo que según la jurisprudencia constitucional
 el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante, la Sala estima que es plausible acceder a la petición de amparo deprecada por el señor Wilson Manuel, por intermedio de apoderadas, para lo cual se habrá de ordenar al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Cartagena que, en el término de 48 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, le dé respuesta al accionante. Es de anotar que si, en definitiva, logran constatar que no son competentes para ello, deberán remitir el asunto de manera INMEDIATA a quien sí lo es. 
Como anotación final, hemos de decir que el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira no vulneró los derechos fundamentales reclamados, toda vez que le dio trámite oportuno al derecho de petición que allí se recibió, trasladándolo a la autoridad competente para resolver, acorde con la información consignada en la plataforma de consulta de procesos Siglo XXI. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición del señor WILSON MANUEL VILORIA MÉNDEZ, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR al JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO DE CARTAGENA que, en el término de 48 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, le dé respuesta al accionante. Es de anotar que si, en definitiva, logran constatar que no son competentes para ello, deberán remitir el asunto de manera INMEDIATA a quien sí lo es.
TERCERO: DESVINCULAR al JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA. 

CUARTO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrado





Magistrada
� Corte Constitucional. Sentencia T-361 de 2009. Magistrado ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.


� artículo 13 de la Ley 1437 de 2011, adicionado por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015. 


� artículo 21 de la Ley 1437 de 2011, adicionado por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015.


� Sentencia T-219 de 2001: “… b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.


c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.


d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (…)”
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